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El almacenamiento subterráneo
de dióxido de carbono (CO2) está
cada vez más cerca de ser una rea-
lidad, aunque es posible que pase
de largo en la provincia de Caste-
llón. Más de año y medio después
de que la Dirección General de Po-
lítica Energética y Minas efectua-

ra una reserva de suelo en la co-
marca de Els Ports para estudiar
la posibilidad de ubicar en el lími-
te con la provincia de Teruel un
almacén geológico de CO2, el Mi-
nisterio de Industria tiene previs-
to aprobar a finales de año la pri-
mera legislación que regulará en
España la captura y almacena-
miento de dióxido de carbono, con

el objetivo de evitar las emisiones
a la atmósfera.

Se trata de la transposición de
una directiva europea, cuyo borra-
dor fue presentado a finales de ju-
lio, que pretende, tal como confir-
maron fuentes de Industria, poner
orden en un sector todavía inci-
piente en España y cuyo plantea-
miento levantó una polvareda que

la regulación tratará de apaciguar.
En Castellón, la alerta saltó el 8 de
febrero de 2008, cuando una publi-
cación en el Boletín Oficial del Es-
tado reveló las intenciones del Mi-
nisterio de Industria de reservar
provisionalmente suelo en la co-
marca de Els Ports como posible
almacenamiento de CO2. Desde
entonces, poco más se ha sabido
del proyecto, incluido en una de-
cena de almacenes provisionales
reservados por el Estado en dife-
rentes puntos de España. Ahora,
la regulación de esta nueva tecno-
logía para la reducción de las emi-
siones deja de nuevo en el aire el
proyecto de Els Ports.

Tal como confirmaron fuentes
del Ministerio, en este año y me-
dio largo desde que se registrase
la reserva de suelo no ha habido
ninguna compañía interesada en
explotar la posibilidad de almace-
nar dióxido de carbono en la pro-
vincia, quizás a la espera de una
regulación que, según anunció el
presidente del Instituto Geológi-
co y Minero de España (IGME),
Carlos Martínez Alonso, en una
reciente comparecencia en el Con-
greso, llegará a finales de año.

La legislación que prepara el
departamento de Miguel Sebas-
tián regula aspectos como la con-
cesión de permisos de investiga-
ción, los plazos para otorgar las li-
cencias o la caracterización de las
zonas idóneas para servir de al-
macén subterráneo. Estas cuestio-
nes, unidas a las investigaciones
del Instituto Geológico y Minero
de España y otros organismos
científicos encaminadas a elabo-
rar un mapa de las zonas aptas
para enterrar el CO2 -que el IGME
prevé tener concluido en 2010-, de-
jan en el aire la posibilidad de que
finalmente uno de estos almace-
nes acabe ubicándose entre los tér-
minos de la Mata, Portell y Olo-
cau, en las 2.700 cuadrículas mi-
neras reservadas al efecto por la
Dirección General de Minas.

«Hasta ahora, los posibles estu-
dios que habían permitido a dis-
tintas iniciativas privadas la po-
sible identificación de sumideros
de CO2 estaban basados en la Ley
de Minas y en la Ley de Explota-
ción de Hidrocombustibles. Esa es
la nueva normativa que va a sus-
tituirse con la implementación de
una nueva legislación a finales de
año», señaló en su comparecencia
el responsable del IGME, quien
reiteró, además, que «ninguna
área en estos momentos ha sido
asignada como lugar definitivo
para el almacenamiento de CO2».

Del desarrollo de la ley y las in-
vestigaciones dependerá, pues, la
puesta en marcha de un proyecto
que, de materializarse, no dejará
indiferente a la provincia.EMISIONES. Los almacenes subterráneos guardarán las emisiones de dióxido de carbono de las industrias tras su captura . /TONI LOSAS

Industria regulará a final de año los almacenes
de CO2 y deja en el aire la reserva en Els Ports
La investigación de las posibilidades de Castellón como
sumidero no ha despertado interés en año y medio
Un mapa fijará las zonas aptas para enterrar dióxido
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El anteproyecto de ley sobre el
Almacenamiento Geológico del
Carbono presentado hace esca-
sos 15 días por el Gobierno per-
sigue el «confinamiento perma-
nente» del dióxido de carbono «en
condiciones seguras para el me-
dio ambiente» y será de aplica-
ción también en las aguas terri-
toriales españolas. En virtud de

esta normativa, el Ministerio de
Industria será el único organis-
mo competente para otorgar per-
misos de investigación y conce-
siones de almacenamiento, revo-
carlas o garantizar el acceso a las
redes de transporte y depósitos,
entre otros, mientras que compe-
terá a las administraciones auto-
nómicas establecer un sistema
de inspecciones de los almacenes.

Los permisos de investigación

no podrán exceder los seis años,
prorrogables tres años más
«cuando el periodo inicialmente
estipulado sea insuficiente para
concluir la exploración de que se
trate».

Las concesiones de explotación
de los almacenes estarán condi-
cionadas a la caracterización de
las zonas en base a una serie de
condicionantes geográficos y geo-
lógicos que detalla la propia nor-

mativa y en ellos, matiza el tex-
to del anteproyecto, se almacena-
rá exclusivamente dióxido de car-
bono, si bien, matiza, «el flujo de
CO2 podrá contener restos de sus-
tancias asociadas a partir de la
fuente o durante las operaciones
de captura o de inyección y sus-
tancias residuales que se hayan
añadido», para lo cual será nece-
sario el análisis sistemático de
la composición de los flujos, bajo
el control de las autonomías.

Por otra parte, la normativa
incorpora la necesidad de elabo-
rar un plan de seguimiento de las
instalaciones por el titular, que
deberá ser presentado para su

aprobación al Ministerio de In-
dustria y que se actualizará cada
cinco años. Las inspecciones co-
rrerán a cargo de los gobiernos
autonómicos, a través de visitas
y evaluaciones de todo tipo.

Al término del periodo de con-
cesión o cierre de los almacenes,
el titular deberá sellar el empla-
zamiento y poner en marcha un
plan de gestión. Transcurridos
20 años, la responsabilidad se
transferirá al Estado. Un fondo
de seguimiento de los almacenes,
con participación económica de
los concesionarios, se encargará
de atender los costes del segui-
miento de los depósitos.

La Generalitat controlará los sumideros en
uso y un fondo estatal seguirá los cierres


